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El presente trabajo de investigación, tuvo como objetivo general determinar cómo 
las medidas socioeducativas inciden en el menor infractor, si su inciden es positivo o 
negativo en él, si cumple con resocializar a adolescentes para reintegrase a la sociedad 
como un ciudadano de bien, disminuyendo la delincuencia juvenil y la reincidencia. 
Mediante el Decreto Legislativo N° 1348, se aprobó el código de 
responsabilidad penal de adolescentes, el objetivo es regular el proceso de 
responsabilidad penal que se sigue a adolescentes por la comisión de infracciones 
tipificadas en el código penal o en las leyes especiales como delitos o faltas, 
comprende la determinación de las medidas socioeducativas y su ejecución; 
respetándose los derechos y garantías procesales para adolescentes en conflicto con la 
ley penal. 
En lo que respecta al capítulo I, se analizó los trabajos previos, así como 
teorías relacionadas a tema, donde se estableció si las medidas socioeducativas, tanto 
privativas y no privativas de libertad inciden positivamente en el menor infractor. 
El capítulo II, se estableció la metodología del trabajo de investigación, la misma que 
fue de tipo aplicada y diseño teoría fundamentada, como trabajo de campo se 
realizó entrevistas a abogados especialistas en el tema, para realizar la recolección de 
datos se utilizó como instrumentos la entrevista y el análisis documental. 
En el capítulo III, se analizó los resultados obtenidos través de las guías de entrevistas 
y análisis documental, obteniendo que las medidas socioeducativas impuestas al 
menor infractor en conflicto con la ley penal, no resultan del todo efectivas, no cumple 
con su finalidad de resocializar al menor, esto es por falta de tratamientos 
específicos e individuales para el menor y su familia, falta de especialistas en menores 
infractores, así como la falta de infraestructura adecuada de los centros de rehabilitación. 
Palabras clave: Medidas, tratamientos, reincidencia, resocialización. 
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ABSTRACT 
The present research work, had as a general objective to determine how the socio- 
educational measures affect the minor offender, if their impact is positive or negative in 
him, if he complies with re-socializing adolescents to reintegrate into society as a good 
citizen, reducing the juvenile delinquency and recidivism. By means of Legislative Decree 
N°. 1348, the adolescent criminal responsibility code was approved, the objective is to 
regulate the process of criminal responsibility that follows adolescents for the commission 
of infractions typified in the penal code or in special laws such as crimes or faults, includes 
the determination of socio-educational measures and their execution; respecting the rights 
and procedural guarantees for adolescents in conflict with the criminal law. 
With regard to chapter I, previous work was analyzed, as well as theories related to the 
subject, where it was established whether socio-educational measures, both private and 
non-custodial, have a positive impact on the minor offender. 
Chapter II, the methodology of the research work was established, the same one that was 
of applied type and grounded theory design, as field work interviews were conducted with 
lawyers specialized in the subject, to perform the data collection the instruments were used 
as interview and documentary analysis. 
In Chapter III, the results obtained through the interviews and documentary analysis guides 
were analyzed, obtaining that the socio-educational measures imposed on the minor 
offender in conflict with the criminal law, are not entirely effective, does not fulfill its 
purpose of resocializing the minor, this is due to lack of specific and individual treatments 
for the minor and his family, lack of specialists in juvenile offenders, as well as the lack of 
adequate infrastructure of the rehabilitation centers. 
Keywords: Measures, treatments, recidivism, resocialization. 
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I. INTRODUCCIÓN
El objeto de estudio de la investigación comienzo con la aproximación temática teniendo 
en cuenta que el derecho es cambiante, según los problemas sociales que pueda existir, y a 
medida que el ser humano va evolucionando lo hace la sociedad, por lo tanto el Estado 
emplea normativas que puedan regular y delimitar a la sociedad en general a incurrir en 
diversos actos o hechos que puedan afectar un bien jurídico. De tal modo, se debe dar 
cumplimiento a lo normado con el fin de garantizar un desarrollo armónico, con respeto a 
nuestros derechos fundamentales tal y como lo menciona nuestra Constitución y normas 
internacionales de derechos humanos. En relación a la problemática estudiada, se tomó 
como puno de referencia el Decreto Legislativo N° 1348, que aprueba el código de 
responsabilidad penal de adolescentes, el mismo que se caracteriza por ser autónomo, 
establece el proceso de la responsabilidad y tiene como fin resocializar al menor infractor; 
a través de las medidas socioeducativas, que al respecto siguen manteniendo la misma 
modificatoria del Decreto Legislativo 1204. Pero realmente estas medidas tipificadas en el 
artículo 156° del código en mención cumplen con su fin propuesto, ya que se evidencia en 
la actualidad mucha delincuencia juvenil y cada año se incrementa, generan efectos 
positivos en los adolescentes, una vez que hayan cumplido con su medida, disminuye 
significativamente la reincidencia de infracciones o faltas penales. 
Entorno al menor infractor se entiende que es el autor o participe de un hecho ilícito 
tipificado como delito o falta en la ley penal, la delincuencia juvenil en América Latina es 
caracterizada por grupos de menores bajo un contexto social. Los problemas que se 
evidencia para cumplir con el cuerpo legal mencionado líneas arriba, es la falta de 
adecuados tratamientos, respectándose el interés suprior del niño y adolescente, como 
también la carencia de seguimiento, cuando ya haya culminado su sanción impuesta. Por 
ende, es necesario indudablemente que el Estado invierta más presupuesto en contratar 
profesionales especializados en menores infractores, crear alternativas de solución 
realmente garantizadoras, invertir en educación, crear mecanismos para restaurar las 
familias que tienen menores de edad con este problema. Entender y soluciona de manera 
integral, las causas que han llevado a que el fenómeno prolifere; partiendo del supuesto 
que influir en un menor de edad puede generar efectos positivos que en los adultos, para no 
seguir una vida llena de malas conductas. Es así que esta investigación nos permitirá 
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concretizar los problemas, del porque aun las medidas socioeducativas impuestas al 
infractor no está generando efectos positivos, permitiéndonos proponer formas de solución, 
sobre el fenómeno delincuencial realizado por adolescentes. 
 
En relación a los trabajos previos se tiene a nivel nacional la tesis de Ninatanta (2016), 
titulado “Control social informal factor de influencia en el adolescente infractor penal”. 
Tuvo como objetivo, fundar de qué manera un control informal por parte de las entidades 
responsables del tratamiento del menor influye en la conducta penal de adolescentes mayor 
de 16 y menor de 18 años. Utilizo un método hipotético-deductivo- con un diseño 
descriptivo correlacionar. Tomo como muestra 10 adolescentes entre 16 y 18 años. Utilizo 
como técnica de instrumento la encuesta, fichaje de información doctrinaria. Concluyó, 
que gran parte de procesos seguidos contra menores de edad en conflicto con la Ley penal, 
no cumplen con lo emanados por las normas. 
 
También, tenemos las tesis de Infanzón (2015), titulada “Tratamientos jurisdiccionales a 
adolescentes infractores a la Ley Penal de la provincia de San Román”, tuvo como 
objetivo, realizar el estudio sobre tratamientos jurisdiccionales a menores infractores. Se 
aplicó un estudio de tipo descriptivo – jurídica, ubicándose dentro del diseño cualitativo. 
Tuvo como muestra adolescentes de San Román, utilizo como instrumento el cuestionario. 
Concluyó, que los sapientes en derecho así como los de la actividad administrativa de 
justicia, consideran mayormente, en un 50%, que los tratamientos a los menores infractores 
que han cometido un hecho punible, que no son de las más correctas, sin embargo un 35%, 
consideran lo contrario que estos tratamientos son correctos, mientras el 15%,consideran 
que es relativo. 
 
Tenemos, Alburqueque (2017), en su tesis titulada “Análisis de medidas socioeducativas 
impuestas adolescentes infractores previstas en el nuevo código de responsabilidad 
juvenil”, tuvo como objetivo analizar las modificatorias de la norma entorno al menor 
infractor, si estas sirven realmente para reinsertar al adolescente a la sociedad, por cometer 
una infracción penal, analizar la medida de internación, verificando si efectivamente 
resulta eficaz. Tuvo como enfoque e cualitativo, utilizo como instrumento, un análisis 
normativo. Concluyó, que se deberían fomentar políticas públicas entorno a la delincuencia 
juvenil, con el objetivo que sean consolidadas dentro de las familias, teniendo en cuenta 
que es la base de los menores para formar su personalidad y desarrollo adecuado. 
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Tejada (2014), en su tesis titulada “Efectos de las medidas socioeducativas en Perú y en 
derecho comparado países de Chile, Costa Rica y Nicaragua”. Tuvo como objetivo 
demostrar la ineptitud de las medidas socioeducativas en Perú. Se realizó la investigación 
bajo el tipo básica, con un nivel de investigación jurídico comparativo, con un diseño no 
experimental-longitudinal. Utilizo como técnica de observación, fotocopiado, recopilación 
de datos e internet. Concluyó, las medidas socioeducativas en el Perú, aun no generan 
efectos positivos del todo, por tales razones lo más dable es que el Estado trabaje en crear 
alternativas de solución, entorno adolescentes infractores, más aun sabiendo que la 
delincuencia cometido por menores va en crecimiento. 
 
Por último, tenemos a Núñez, Perales, Sotomayor & Mejía (2016), en su artículo titulado 
“Aplicación de medidas socioeducativas para rehabilitar al adolescente infractor en Perú”. 
Tuvo como objetivo proponer algunas modificaciones sobre las medidas socioeducativas 
contempladas en el código de niños y adolescentes. Se utilizó un estudio aplicado, 
explicativo y causal, con una muestra de 100 personas (abogados, policías y psicólogos de 
la provincia de Chiclayo); técnica aplicada fue el análisis documental y como instrumento 
de recolección de datos fue, fichas textuales y resumen. Como, resultados obtuvieron, que 
el tiempo que permanece el adolescente en el centro de rehabilitación no es suficiente para 
su rehabilitación, la aplicación de estas medidas socioeducativas son débiles. Concluyó, 
que la comunidad jurídica no aplica adecuadamente los contenidos teóricos de la norma 
referente a la medidas socioeducativas, muy por el contrario en el derecho comparado ha 
sido solucionado satisfactoriamente. 
 
Siguiendo con los antecedentes tenemos a nivel internacional a Mora (2015), en su tesis 
titulada, “La problemática de los menores infractores en la reincidencia de delitos en la 
legislación Ecuatoriana”, tuvo como objetivo, determinar si las medidas socioeducativas 
son insuficientes, ocasionando esta la reiteración en los adolescentes infractores en actos 
delictivos; el tipo de estudio fue cualitativa y cuantitativa, ya que se mencionó que este 
investigación fue de campo, es decir el trabajo fue realizado bajo el enfoque mixto, con 
muestra probabilística, utilizo como técnica e instrumento, la encuentra. Concluyó, que la 
reincidencia delictiva por menores de edad en muchos casos es por la influencia de otros 
menores infractores e incluso por los adultos de su mismo entorno o de su propia familia, 
una vez que el menor hay salido en libertad, por esta razón este es  un factor de la 
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reincidencia de delitos, recomendó mejorar los niveles de comunicación entre padres o 
familiares del menor infractor reincidente. 
 
Llorca, Malonda & Samper (2017), en su artículo titulado “Prosocial reasoning and 
emotions in Young offenders and non offenders”. Tuvo como objetivo analizar los 
procesos cognitivos (razonamiento moral pro social, toma de prospectiva), y los proceso 
emocionales (preocupación empatía, inestabilidad emocional, estado- rasgo). Tipo de 
estudio fue el enfoque cualitativo- descriptivo. Se tomó como muestra 440 adolescentes, 
220 eran adolescentes infractores, tuvo como resultados, en cuanto a las implicancias para 
la prevención y reeducación orientada a la reinserción social de los jóvenes infractores, 
teniendo como discusión que no existe diferencias entre niñas y niños, donde las niñas 
entorno al nivel pro social son más empáticas, respecto a emociones evaluadas tampoco se 
ha establecido diferencias, pero en relación a niñas no infractoras informan más 
comportamientos pro sociales, mientras los niños del mismo grupo indican más abuso 
verbal físico. 
 
Asimismo, Vidal (2015), en su tesis titulada “Critica al modelo de responsabilidad penal 
del menor infractor en el ley orgánica 5/2000”, tuvo como objetivo conocer el contexto 
“histórico-doctrinal”, de la legislación penal juvenil, interpretando el modelo de 
responsabilidad penal del menor. Tipo de enfoque fue el cualitativo y cuantitativo, con un 
diseño no experimental-descriptivo, como muestra general se tomó faltas o delitos 
cometidas en línea por menores infractores en Madrid. Se utilizó como muestreo el 
polietáico, en el periodo temporal 2008-2013, utilizo como instrumento el análisis 
documental. Concluyó, que el derecho penal actualmente vigente, tiene en cuenta la 
culpabilidad del menor infractor, mas no con el mismo carácter que se sanciona a los 
adultos, esto va más, por el lado del peligro que genera la conducta del adolescente y la 
necesidad de brindarle educación, esto  sería posible, con medidas que sirvan para su 
resocialización. 
 
Por otro lado, Viales (2017), en su tesis titulada “La proporcionalidad del plazo y prorrogas 
de detención provisional aplicada a menor de edad en relación a principios y fines del 
Derecho Penal Juvenil de Costa Rica”. Tuvo como objetivo; analizar la proporcionalidad e 
idoneidad del tiempo y las prórrogas de la medida privativa de libertad del menor de edad 
en Costa Rica, en coherencia con los principios de la Ley. Se trabajó bajo el enfoque 
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cualitativo, con método descriptivo, tuvo como instrumento el análisis de fuentes 
bibliográficas, donde su muestra fueron libros, revistas, artículos, entrevistas, tesis de 
grados, normativas relevantes. Concluyó, la prisión preventiva es la medida más gravosa 
dentro del proceso penal y juvenil costarricense, es por tales razones que para una 
adecuada aplicación, deben mediar criterios lógicos y razonables, la cual permitan limitar 
el poder punitivo del estado para con los administrados. 
 
También, Saban y Alarcón (2018), en su artículo titulado “Significados del actuar delictivo 
del adolescente: perspectivas de sus madres”, tuvo como objetivo, el actuar delictivo que 
entablan las mamas de menores infractores privaos de su libertad. Se elaboró bajo el 
enfoque cualitativo de tipo descriptivo, realizaron una muestra a 5 participantes apuntando 
la investigación a explorar en detalle las precepciones e interpretaciones de las madres 
respecto del fenómeno en estudio, utilizando como técnica de instrumento la entrevista 
individual semi-estructurada a cada participante. Tuvieron como resultado seis modos de 
comprender el inicio del actuar delictivo de sus hijos, las cuales están inmersas las 
dificultades económicas, la tradición familiar, consumo de sustancias, influencias por 
amistades, falta de motivación por el Estado, etc. Recomendaron que sería sumamente 
relevante indagar a las familias que tengan hijos infractores. Para verificar si la crianza es 
ejercida activamente por los padres. 
 
Marco teórico; según su estructura consiste en comprender la descripción de las categorías 
y subcategorías de la investigación realizada. 
Medidas socioeducativas, se entiende a estas, como las acciones tomadas por el poder 
judicial cuando un menor de edad haya cometido una infracción o falta penal, 
imponiéndoles medidas con la finalidad de resocializarlos. (Ortiz, 2015, p. 9). 
 
Los Estados y municipios tienen la obligación de insertar a los adolescentes en 
cumplimiento de las medidas socioeducativas en el sistema de educación pública, en 
cualquier etapa, del período escolar, considerando los diferentes grupos de edad y niveles 
de educación: pero esta dimensión no se ha cumplido plenamente. (Seabra & Olivera, 
2017, p.640). 
Es importante identificar el comportamiento espacial del fenómeno sin dejar de tomar en 
cuenta los cambios de las características del entorno. (Hernández, Maycotte & Quezada, 
2018, p.84). 
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Las reglas de Tokio hace mención sobre las medidas no privativas de libertad, la cual es 
de aplicación para aquellos que hayan cometido infracciones leves, esta regla tiene que 
fomentar una participación de la sociedad en gestión de justicia penal, es decir incrementar 
una política criminal, en lo que respecte a la delincuencia, aún más si se trata de menores 
de edad, así como fomentar entre infractores responsabilidad hacia la sociedad. (Fondo de 
las naciones unidas de la infancia, 2017, p. 165). 
Las medidas no privativas de libertad son estrategias de intervención institucional a ellos 
dirigidas. Estas estrategias son elaboradas por un equipo técnico compuesto por 
trabajadores sociales, psicólogos y operadores socio comunitario que los atienden en forma 
semanal o quincenal, en un dispositivo ambulatorio penal: un Centro de referencia al que 
deben acudir por prescripción judicial durante el transcurso de la medida alternativa. 
(Fernández, 2018, p.142). 
 
Por otro lado, la regla de Beijing en su artículo 13°, hace referencia entorno a la medida 
privativa de libertad del menor de edad, el cual deberá ser aplicado como último recurso y 
con un plazo breve. Asimismo, menciona que esta puede ser sustituida siempre y cuando 
sean posibles adoptar medidas que sustituirán a la privativa de libertad, con una 
permanente supervisión y custodia a los infractores, asignar una familia, o en otros casos 
ser encerrado en un centro de educación. (Fondo de las naciones unidas para la infancia, 
2017, p. 140). 
 
Las reglas de Habana la privación de menores de edad de su libertad, que están en 
conflicto con la ley penal por haber cometido hechos ilícitos, y por la cuales deberán 
responder, con su privación de su libertad, deberán ser tratados respetando su derecho a la 
dignidad, por ende estos centros deberán responder con el tratamiento adecuado del menor. 
(Fondo de naciones unidad para la infancia, 2017, p.155). 
 
Dentro de las medidas socioeducativas tenemos: la medida de amonestación; consiste en 
que el menor infractor cumpla con las normas de convivencia social, después de la llamada 
de atención del juez oralmente. La prestación de servicios a la comunidad; el menor tendrá 
que realizar tareas comunitarias a favor de la sociedad, por intermedio de las entidades ya 
sea en el sector público o privado. La libertad asistida; se caracteriza, porque el menor 
tendrá que cumplir ciertos programas educativos, conjuntamente con la orientación 
especializada con conocimientos en tratamientos de adolescentes. Libertad restringida; 
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consiste en la asistencia y participación del adolescente a programas de intervención 
diferenciados, son diarias y obligatorias, sin existir ningún tipo de discriminación de 
género, es formativo – educativo, que orienta y controlan sus actividades. Y por último 
tenemos la pena privativa de libertad; esta consiste en privar de su libertad al menor 
infractor, como último recurso, por verse implicados en delitos dolosos graves, tipificados 
en el código y normas especiales. (Chunga, 2007, p. 128). 
 
Estas medidas deben ser por excelencia, un espacio interdisciplinario, donde para su 
ejecución requiere de estar acompañado de un trabajo social, pedagógico y otras 
disciplinas. (Moreira, et al., 2019, p. 238). 
 
La corte de derechos del niño en sus artículos 37 y 40 establece garantías especiales de los 
adolescentes como expresión de su derecho a una respuesta penal especial, distinta de los 
adultos. Estos derechos particulares serían; una respuesta cualitativamente diferente de la 
de los adultos; una respuesta cuantitativamente menos aflictiva; especiales garantías 
durante la ejecución de las sanciones; y que se fije una edad por debajo de la cual no se 
impondrá ninguna sanción. (Berrios, 2011, p.166). 
 
Las medidas implantadas por el sistema brasileño correccionales, la escolaridad varía 
según el programa en el que el adolescente es colocado. Menores de edad que cumplen una 
condena de correccional no privativo o semicustodial las medidas están inscritas en las 
escuelas públicas del distrito escolar estatal, recibiendo tradicional enseñanza. En 
contraste, los delincuentes juveniles reciben educación adaptada al sistema, en el forma de 
clases grupales que siguen lo ordinario secuencia de primaria y media convencional grados 
escolares. (Erlich, Zibetti & Gomite, 2019, p.327). 
Para comprender el tema del reingreso de delincuentes, primero hay que entender las 
formas en que los ex delincuentes son liberados en la comunidad. También vale la pena 
analizar la población de individuos que cumplen sentencias en establecimientos 
correccionales, porque el número de delincuentes que vuelven a ingresar a la comunidad es 
necesariamente relacionado con el número de delincuentes que cumplen penas de prisión. 
(Javitze, 2009, p. 3). 
 
En razón a los menores infractores; es autor o partícipe de una infracción o falta a la 
norma penal. La delincuencia de menores de edad “Es un fenómeno social que más 
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preocupa en la actualidad y al que, se ha prestado atención desde los organismos 
internacionales. Las actitudes negativas de los jóvenes generan una impresión social 
altamente adversa a los mismos”. (Rodríguez, 2010, p. 237). 
 
La adolescencia es una etapa que abarca desde el final de la infancia hasta el inicio de la 
edad adulta, lo que ha llevado a entenderse como un periodo psicosociológico transitorio. 
En relación a esta característica social y cognitiva de los delincuentes juveniles, se 
menciona que los jóvenes tienden a tener comportamientos antisociales, es decir no tienen 
una relación con la comunidad, aunque terminan finalmente adaptando las normas 
socialmente establecidas. Sin embargo, las conductas agresivas que presentan los menores, 
puede generar que el adolescente en su etapa de adulto siga cometiendo ilícitos penales. 
(Borras, Palmer, Hernández y Llobera, 2017, p. 46). 
Los delincuentes juveniles tienen derecho a ser escuchados, derecho a la dignidad humana, 
derecho a la privacidad y, lo más importante, el principio del "interés superior del niño", 
que es tan aplicable a los delincuentes juveniles como a cualquier otro niño en la 
República, independientemente de que sean delincuentes.( Bruyn, 2018, p.73). 
La cuestión de la edad mínima de responsabilidad penal ha sido una preocupación política 
desde hace bastante tiempo. Cabe recordar que en virtud de la Ley de delincuentes 
juveniles, los niños de tan solo 7 años pueden ser acusados de un delito penal. Esto se 
cambió, en 1984, a un mínimo de 12. En la actualidad, en Canadá, antes de cumplir doce 
años, no se puede imputar penalmente a nadie, sin importar cuán grave sea la infracción. 
La Ley de justicia penal juvenil no altera este hecho. (Doob & Cesaroni, 2004, p. 52). 
La violencia y la delincuencia se aprenden y refuerzan por la interacción del individuo con 
su entorno y sus lazos sociales como familiares o amistad. Los factores estructurales como 
el nivel de ingresos, familias disfuncionales o con alta cohesión, desarrollo de la ciudad, 
entre otros, y la fuerza de los lazos sociales, están asociados a las probabilidades de que un 
individuo exhiba un comportamiento violento o delictivo. (Mancha & Ayala, 2018. p.176). 
En principal problema de la respuesta estatal, ante la criminalidad, indudablemente es la 
falta de una política criminal integral, desde el Estado. La responsabilidad del Estado es 
que a delincuencia juvenil se disminuya, esto mediante la reeducación a las conductas 
antisociales, de la mano de una justicia eficaz y garantista, la resocialización del 
adolescente y la reparación de la víctima. (Valencia, 2017, p. 48). 
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La entrada al mundo del crimen particularmente está asociada por la falta de acceso a los 
recursos. La desigualdad social brasileña conduce a la marginación, estos de clases 
socioeconómicas con menor poder adquisitivo, la necesidad de acceder al consumidor 
bienes y necesidades para la supervivencia básica provoca un aumento de la delincuencia 
entre estos sociales. (Coscioni, Vinicius, Marques, Mauricio, Rosa, Edinete, & Koller, 
Silvia, 2018, p. 113). 
Algunos autores sostienen que la institucionalidad medio ambiente sería la mejor 
alternativa para proporcionar a los niños y adolescentes una mejor educación. (Acioli, 
Barreira, Lima, Assis,  & Lima, 2019, p. 554). 
En el Programa Social de Vida, el gobierno ahora considera la inclusión social como un 
factor de seguridad pública, es decir que produce cambios significativos en el tratamiento 
del peligroso o sospechoso adolescente. (Aguiar & Vicentin, 2018, p.246). 
La familia actúa como un factor social de riesgo, siempre que este inmersa en altos 
conflictos, o como un factor de protección en el caso de una buena vinculación y una 
implicación positiva de sus miembros, si existe la participación dinámicas familiares 
(Moral & Pelayo, 2016, p.1221). 
 
Según Ponce (1994), los fines de la educación en la edad temprana derivado del entorno 
social e identificado con intereses incorporando el conocimiento posible de recibir por lo 
tanto la educación de los jóvenes es un instrumento central para la supervivencia del grupo 
y fundamental para la transmisión y desarrollo de la cultura. (Nunes & Maura, 2019, p. 
214). 
 
Autor o participe de hechos delictivos; El autor es la persona que realiza la conducta del 
tipo penal, el autor propiamente dicho es quien realiza completamente el hecho, sin contar 
necesariamente con la ayuda de terceros. (Hurtado, 1987, p.256). 
 
 
Por su parte la participación es la acción de aquellos que concurren de diferente manera a 
la comisión de un hecho delictivo, cualquiera sea su intervención. (Hurtado, 1987, p.264). 
 
Los factores que a menudo se asocian con el comportamiento delincuencia influye en 
problemas escolares, abuso de sustancias, factores intelectuales, disfunción familiar, abuso 
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de sustancias por los padres, participación criminal familiar, pobreza problemas orgánicos. 
(Greenwald, 2014, p. 179). 
 
El sistema de justicia funciona como una agencia de tratamientos coercitivos pues las 
medidas, si bien son impuestas bajo el ropaje de la “Protección” o el “Tratamiento”, no se 
encuentran condicionadas a la voluntad, aceptación o acatamiento por el niño. (Ezequiel, 
2014, p. 87). 
 
Los episodios auto lesivos son numerosos y que los emisores de dichas conductas 
presentan relación con antecedentes de consumo de drogas y de problemas de salud 
mental. (García, 2018, p. 95). 
 
Las causas de la violencia interpersonal en los varones jóvenes que forman parte de 
pandillas, tienen experiencias previas de encarcelamiento con antecedentes de violencia en 
prisión o severos problemas de salud mental, tienden a estar más involucrados en sucesos 
de violencia durante el encierro. (Ciapessoni, 2019, p.17). 
 
La discusión japonesa sobre el tema indica que, en el caso de la delincuencia juvenil, se 
puede establecer una relación significativa entre el bajo rendimiento académico, el bajo 
nivel socioeconómico y el comportamiento problemático. (Foljanty-Jost, 2003, p.2). 
 
Los factores macroeconómicos influyen en el niño en desarrollo a través de múltiples 
contextos que son notablemente diferentes en diferentes desarrollos etapas y pueden 
aumentar o disminuir el riesgo de violencia. (Rosenfeld, 2013, p. 257). 
Reincidencia de hechos delictivos; es la recaída de aquel sujeto que anteriormente ha 
cometido un hecho delictivo y vuelve a cometer delitos de la misma especie. Por su parte 
el legislador considera que solo son delitos de la misma especie las infracciones tipificadas 
en un mismo cuerpo legal y dentro de él, las comprendidas bajo un mismo título. 
(Martínez, 1979, p. 118). 
El menor de edad que no ha completado la totalidad de sus estudios, madurez, requiere de 
una intervención educativa para evitar que vuelve a cometer crimines en el futuro. Por lo 
tanto el adolescente tiene que hacerse responsable por los hechos cometidos y el daño 
causado, las acciones restaurativas solo es uno de los objetivos del plan de intervención; si 
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no existe otros objetivos orientada a mejorar condiciones psicosociales de menores y de 
mujeres, favoreciendo un adecuado desarrollo. (Nelson, 2016, p. 95). 
 
La desviación social no se explica únicamente por los motivos inmediatos que originan el 
delito. Diversas corrientes criminológicas han señalado la importancia de conocer el 
pasado de las personas que cometen delitos, sus contextos familiares, comunidad y las 
estructuras económicas, sociales, etc., que los condicionan, la incidencia de la precariedad 
laboral, inestabilidad, salarios bajos, largas jornadas, ausencia de prestaciones sociales, 
etc., de los referentes familiares en el comportamiento infraccional de los adolescentes es 
un condicionamiento señalado por algunas investigaciones criminológicas. (Tenenbaum, 
2018, p. 339). 
 
La justicia restaurativa es un proceso que involucra a las partes afectadas en una discusión 
facilitada sobre el crimen y sus causas, permite a las partes empatizar, reconciliar, 
disculparse, perdonar, arrepentirse y reparar daños. Los delincuentes que no están 
dispuestos a participar en una intervención restauradora durante la fase de prueba, pueden 
participar en iniciativas de justicia restaurativa en prisión, mediante programas como un 
proceso de rehabilitación o como un proceso hacia la liberación anticipada de los 
prisioneros o libertad condicional. (Kilekamajenga, 2018, p.18). 
 
La formulación del problema de investigación; consiste en exponer de forma precisa una 
incertidumbre o cuestionamiento que se desea aclarar respecto de un hecho o fenómeno, 
teniendo como base una investigación coherente, sencilla y clara. (Vara, 2010, p.166). Las 
interrogantes a plantearse en el caso en concreto es determinar la correcta aplicación de 
estas medidas tipificadas en el código de responsabilidad penal de adolescentes. 
 
Problemas General: ¿Cómo es la incidencia de las medidas socioeducativas en el menor 
infractor San Juan de Lurigancho 2018? 
Problema Especifico 1: ¿De qué manera las medidas no privativas de libertad en el nuevo 
código de responsabilidad penal de adolescentes, garantiza la no reincidencia de hechos 
electivos? 
Problema Especifico 2: ¿Qué efectos legales genera la medida privativa de libertad e el 
menor infractor San Juan de Lurigancho 2018? 
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Justificación del estudio; consiste en abordar temas importantes en relación a lo 
investigado, y establecer sus relevancias, en cuanto a lo social, metodológica, teórica, 
legal, institucional y personal, según la orientación del trabajo y el criterio del investigador. 
(Muñoz, (1998, p. 47). 
 
Justificación normativa: se pretende realizar un análisis jurídico entorno al problema, con 
el fin de aportar una solución, tomando muy en cuenta el análisis jurisprudencial, 
constitucional, doctrinario y legal, lo que se busca es una aplicación adecuada de las 
medidas socioeducativas impuestas a los menores infractores, con el fin de combatir la 
delincuencia juvenil y resocializar al infractor, y vivir en un sociedad libres de peligros tal 
y como lo menciona el código de responsabilidad penal de adolescentes, Decreto 
Legislativo N° 1348. 
 
Objetivos: Se elabora teniendo en cuenta la formulación del problema, siempre pensando 
en la búsqueda de respuesta a cada uno de los problemas. (Guillen & Valderrama, 2015, p. 
33). 
Objetivo General: Determinar cómo las medidas socioeducativas inciden en el menor 
infractor San Juan de Lurigancho, 2018. 
Objetivo Específico 1: Determinar si las medidas no privativas de libertad en el código de 
responsabilidad penal de adolescentes, garantiza la no reincidencia de hechos delictivos 
San Juan de Lurigancho, 2018. 
Objetivo Específico 2: Analizar los efectos legales que genera la medida privativa de 
libertad en el menor infractor en San Juan de Lurigancho, 2018. 
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II. MÉTODO
2.1.- Tipo y diseño de investigación 
Es necesario conceptualizar en primer lugar en que consiste una investigación, para poder 
explicar el diseño de investigación del presente trabajo. La investigación propiamente 
dicha es un conjunto de procesos experimentales y organizado, los cuales son aplicables al 
estudio de un problema o fenómeno, es aplicable tanto para una investigación cualitativa 
como cuantitativa, esto en razón que los dos enfoques usan procesos sistemáticos y 
empíricos para generar conocimientos. (Hernández, Fernández y baptista, 2014, p.18). 
Consiste en conjuntos de prácticas interpretativas, para transformarlas y convertirlas en una 
serie de representaciones en forma de observaciones, anotaciones, grabaciones y 
documentos. Al respecto, lo que busca la investigación cualitativa es estudiar, los diversos 
fenómenos dentro de un entorno social, emitir opiniones e intereses, que nos permiten 
mediante un conjunto de técnicas el estudio de determinados casos. (Hernández, Fernández 
& Baptista, 2014, p.10). 
En este contexto se hizo un análisis del problema en su estado natural, evaluar las medidas 
socioeducativas y los efectos que inciden en el menor infractor en San Juan de Lurigancho. 
Por ende, mediante las (entrevistas, observaciones y análisis documental), utilizadas en el 
lugar del problema, con el fin de recolectar los datos necesarios, realizados a especialistas 
en procesos penales a menores infractores los mismo que nos permitieron demostrar los 
supuestos jurídicos. 
El diseño es el abordaje general que se utilizara en el proceso de investigación, existen 
diversos modelos de diseños de la investigación cualitativa, por ende optan por lo más 
comunes y recientes, si bien es cierto no abarcan los marcos más interpretativos pero si los 
principales, estos diseños genéricos son: teoría fundamentada, diseños investigación - 
acción, etnográficos, narrativos, fenomenológicos y estudios de casos cualitativos. 
(Hernández et al., 2014, p. 470). 
Al respecto, esta investigación estuvo orientado bajo el diseño de teoría Fundamentada, 
nos permite realizar procedimientos interpretativos y de agrupar, con el propósito de 
construir deductivamente la teoría de un fenómeno. (Monje, 2011, p. 111). Por ende, las 
preguntas de esta investigación están formadas por dos categorías (medidas 
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socioeducativas/menores infractores), lo cual se buscó definirlas y determinar su relación 
entre ellas, es decir si las medidas socioeducativas generan efectos positivos en el menor 
infractor, en base a teorías que nos permitieron explicar claramente el problema de 
investigación, con el único fin de poder brindar una solución sobre el tema a investigar. 
 
Por otro lado, como tipo de investigación de la investigación fue aplicada, porque se buscó 
aplicar los conocimientos adquiridos, en relación al problema a investigar, dirigidos a 
incrementar los supuestos teóricos de una determinada ciencia. La finalidad de este tipo de 
investigación, es obtener y recopilar información pura, sobre las medidas socioeducativas y 
su incidencia en el menor infractor, permitiéndonos reconstruir una base de conocimientos, 
que se agregó a la información ya existente. (Arias, 2006, p.155). 
 
2.2.- Escenario de estudio 
 
Es el aspecto donde se recolectara los dados buscados para el investigador, tomando en 
cuenta el lugar donde serán aplicados los instrumentos de la investigación, las misma que 
serán mediante una entrevista considerando el ambiente social y humano, donde será 
desarrollada, por tales razones los sujetos a entrevistar en la investigación fueron abogados 
penalistas especialistas en temas de menores infractores. 
 
Caracterización de sujetos; fue necesario para el desarrollo de esta investigación, ya que se 
necesitó definir quiénes serán los sujetos que participan en este suceso, tomando en 
consideración la experiencia, especialidad, capacidad en el cargo que desempeña, logrando 





La muestra consiste en agrupaciones de personas, sucesos, eventos, comunidades, sobre el 
cual se recolectaron los datos, sin que esta sea estadísticamente representativo del universo 
o población que se estudia. (Hernández et al., 2014, p. 384). 
 
Como se sabe la investigación cualitativa no busca generar resultados de probabilidad, es 
decir no es probabilístico, contraria la investigación cuantitativa. Por lo tanto en esta 
investigación se buscó determinar si las medidas socioeducativas y los efectos que inciden 
en el menor infractor en San Juan de Lurigancho, 2018, al respecto se tomó especialistas 
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en materia de menores infractores, como nuestros participantes, las misma que estuvo 
conformada por abogados penalistas. 
 
2.4.- Técnica e instrumento de recolección de datos 
 
Son medios que nos permiten obtener respuestas a las preguntas planteadas en la presente 
investigación, analizándolas e interpretándolas. Al respecto existe una serie de técnicas de 
instrumentos para recolectar los datos, los mismos que son elegidos según el tipo de 
estudio realizado, por lo tanto en la presente investigación se ha considerado las siguientes 
técnicas: 
 
Entrevista; es una herramienta para recolectar datos cualitativos, son empleados cuando el 
problema de estudio no se puede notar o es muy difícil hacerlo, ya sea por ética o 
complicación. (Hernández et al., 2014, p.403). En consecuencia, para aplicar dicha técnica, 
se elaboró la guía de entrevista previamente, con preguntas abiertas con el fin que los 
expertos en menores infractores, se explayen a su criterio de acuerdo a los objetivos 
principales y específicos de la investigación. 
 
Análisis documental; consiste en recolectar información de distintas fuentes documentales 
como por ejemplo: artículos, revistas, libros, sentencias emitidas a menores de edad, 
jurisprudencias, etc. Al respecto se elaboró, una ficha de análisis documental, con la 




Es un plan de análisis, la cual consiste en el procedimiento metodológico que se persigue 
para elaborar la investigación, nos permito realizar análisis e interpretaciones de datos 
recolectados. Por lo tanto al ser esta una investigación cualitativa con un diseño de la teoría 
fundamentada, nos permitió extraer información conformada por diversas posturas, de tal 
manera que llegamos a conclusiones más certeras. 
 
Por otro lado, permito realizar una investigación de calidad, bajo los parámetros de la 
metodología cualitativa. Realizando una evaluación respecto a al rigor científico de la 
investigación cualitativa. Por lo tanto para esta investigación se tomó en cuenta la 
dependencia, credibilidad, transparencia, confirmación, por lo cual se ha recurrido a los 
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expertos en la materia, quienes otorgaran la validación de los respectivos instrumentos, 
guía de entrevista y ficha de análisis documental; a continuación detallamos los siguientes: 
 
 
VALIDACIÓN DE INSTRUMENTOS 
 





Dr. Valderrama Mendoza, 
Santiago Rufo 
Docente de metodología de investigación 
en la Universidad César Vallejo 90% 
Dr. Santisteban Llontop, Pedro 
Pablo 
Docente de metodología de investigación 
en la Universidad César Vallejo 
95% 
Dr. Wensel Miranda Eliseo 
Segundo 
Docente de metodología de investigación 
en la Universidad César Vallejo 
95% 
PROMEDIO 93.33% 
Fuente propia (Ver Anexo 2) 
 
2.6.- Método de análisis de información 
 
La diferencia del análisis de datos, tanto en la investigación cuantitativa y cualitativa, es 
que en la primera los datos se recolectan primero y son analizados posteriormente, 
mientras para la segunda, la recolección de datos como el análisis, se emplean 
paralelamente, aquí, el análisis no es semejante, debido a que cada estudio requiere de un 
esquema exclusivo. (Hernández et al., 2014, p. 418). Por lo tanto el análisis de la 
información consistió en dar una estructura a los datos recibidos, estos pueden ser 
observaciones del investigador y los relatos de los participantes, como también cada 
investigador podrá adaptarla de acuerdo a las circunstancias y naturaleza de su estudio. 
 
2.7.- Aspectos éticos 
 
El presente trabajo de investigación, se ha basado respetando el aspecto metodológico, 
sustentado en técnicas e instrumento, realizando las respectivas citas, conforme a los 
documentos consultados, así como las respectivas cita de autores, y de los trabajos en 
general de la investigación que guardaron relación con las medidas socioeducativas y el 
menor infractor, con la finalidad de no ser consignado como copia o plagio. 
 
Validez.- Consiste en medir lo que tiene que medir, considera un hecho propio a algo que 
ya ha sido probado, por lo tanto puede ser aplicado en la vida diaria, en las ciencias 
sociales, dando valides a hechos y considerarlo como la mejor opción posible de otras. 
(Plaza, Uriguen & bejaranco, 2017, p. 345). 
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III. RESULTADOS
En cuanto a determinar cómo las medidas socioeducativas inciden en el menor infractor en 
San Juan de Lurigancho, 2018. Se obtuvo, que las medidas socioeducativas inciden en el 
menor infractor, a través de tratamientos, pero estos no garantizar la seguridad jurídica, ya 
que aún existe mucha criminalidad juvenil, si, sirven de catarsis purificador para que el 
adolescente se dé cuenta de su responsabilidad, pero en la medida que los tratamientos 
sean brindados y empleados adecuadamente, con la finalidad de resocializar al menor 
infractor. (Ver Anexo 3) 
Asimismo, para determinar de qué manera las medidas no privativas de libertad en el 
Código de Responsabilidad penal del adolescente, garantiza la no reincidencia de hechos 
delictivos en San Juan de Lurigancho, 2018. Se obtuvo, que las medidas socioeducativas 
no garantizan que el menor vuelva a reincidir en hechos delictivos, ayudarían a la 
reeducación del menor de edad siempre y cuando los tratamientos sean adecuados, y que el 
estado implemente mecanismos alternativos, ya que existe mucha falta de orientación 
especializada, como de los tratamientos y seguimientos individualizados para el menor 
infractor, así como falta de equipos interdisciplinarios. (Ver Anexo 4) 
Seguidamente, en cuanto a los análisis de los efectos legales que genera la medida 
privativa de libertad en el menor infractor San Juan de Lurigancho, 2018. Se obtuvo, que 
Los efectos legales de la medida privativa de libertad se darían siempre que se resocialice y 
reintegra al menor infractor a la sociedad, conllevando a la reducción de la reincidencia de 
hechos delictivos como la disminución de la delincuencia juvenil. Por otro lado, la medida 
privativa de libertad no es la mejor sanción porque no garantiza que el infractor no vuelva 
a reincidir en cometer faltas o infracciones penales. Esto es por falta de una infraestructura 
de los centros de rehabilitación como de los recursos y equipos interdisciplinarios, así 
como la falta de tratamientos individualizados al adolescente infractor. (Ver Anexo 5) 
 Análisis documental:
Entorno al análisis de la norma que especifica as medidas socioeducativas establecidas al 
menor infractor de un hecho ilícito penal, se concluyó, que las medidas socioeducativas 
según el artículo 156°, están conformadas por l no privativas de libertad y las privativas de 
libertad, dentro de las cuales tenemos la amonestación, libertad asistida, prestación de 
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servicios a la comunidad, libertad restringida y la medida privativa de libertad, donde el 
menor infractor cumplirá su media en un centro juvenil. Se considera que el adolescente 
que cometió una falta o infracción penal solo puede ser sometido a dichas medidas. Por 
otro lado la norma menciona que estas medidas socioeducativas deberán ser ejecutadas y 
cumplidas con el apoyo de los padres o responsables que están a cargo de los menores 
infractores, respetándose el interés superior del niño como del principio de educación. 
Asimismo, en la que respecta al procedimiento el juez deberá informar de todos los autos 
que se desarrollaron en el proceso, a las autoridades competentes encargadas de ejecutar 
dichas medidas, esto consiste en sentencias, resoluciones e informes técnicos 
interdisciplinarios que puedan haberse realizado. La norma menciona el procedimiento a 
seguir, incluyendo a los padres o responsables, con la finalidad de que las medidas 
cumplan su fin. Pero se cree conveniente que no solo basta con mencionar que los padres 
están en la obligación de apoyar a sus hijos, al contrario debería ser un poco más 
específica, considerando casos extremos como por ejemplo, cuando existe padres o 
familias con antecedentes penales, o cuando no exista persona a cargo del menor, y si lo 
hay también están involucrados en malos hábitos. Dicho esto como se puede garantizar un 
apoyo de los padres o responsables hacia el menor infractor, con estas características, 
cuando la realidad es que ellos también necesitan apoyo, orientación e incluso educación, 
para apoyar a su menor hijo, por lo tanto el Estado debe plasmar alternativas en cuanto a 
estos casos e implementar medidas de solución que realmente garanticen de una forma u 
otra la resocialización del menor infractor conjuntamente con su familias. (Ver Anexo 6) 
Asimismo, según lo resuelto en la Sentencia por el Tribunal Constitucional Exp. N° 03386-
2009, se evidencia que existió una clara vulneración del artículo 4° de nuestra constitución, 
la misma que hace referencia a la protección de la familia. La comunidad y el Estado 
protegen especialmente al niño y adolescente (…). Es decir al decidir enviar a la 
adolescente a cumplir una medida socioeducativa privativa de libertad a la ciudad de Lima, 
en principio lejos de su familia no constituiría una protección y mucho menos resocializa a 
la menor infractora, toda vez que alejar a un adolescente del seno familiar y ser enviado a 
una ciudad distinta, donde no conoce a nadie y quizás encontrarse con adolescentes más 
peligrosos o reincidentes traería graves peligros a la menor, aun mas cuando la 
adolescente, no contaba con antecedentes penales, estaba cursando el 3 año de secundaria y 
realmente vivía con sus padres. Por lo tanto las autoridades y los jueces debieron otórgale a 
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la menor una medida socioeducativa no privativa de libertad, la misma que le hubiera 
permitido tal vez, recibir tratamientos especializados en su ciudad Trujillo, sin la 
necesidad de alejarla de su padres, con el fin de orientar a la menor conjuntamente con su 
familia.(Ver Anexo 7) 
Continuando, según el análisis realizado a la Sentencia del Tribunal Constitucional Exp. 
N° 00804-2013-PHC/TC, se trata de una demanda de habeas corpus interpuesta por el 
representado del menor infractor, solicito que se declara la nulidad de la sentencia 269- 
2012 y resolución N° 18, las misma que declararon al menor infractor del delito de robo 
agravado en grado de tentativa, imponiéndole una medida socioeducativa de internamiento 
lo cual en principio fue de 4 años y reformándola a 3 años, se alegó que se ha vulnerado el 
derecho al debido proceso, la tutela procesal efectiva, la motivación de las resoluciones 
judiciales y la libertad personal entre otros. Los derechos vulnerados manifestado por el 
representado, es que no existe prueba directa que involucre al menor como autor del hecho, 
que las decisiones solo se basaron en las declaraciones del adolescente a nivel pre judicial, 
y no tomaron en cuenta otras declaraciones. A prueba de pericia respecto al cuchillo, las 
que salieron negativas al adolescente alegándose que la arma era del amigo del menor, y 
no menos importante no se ha considerado la valoración del informe social que favorece al 
menor. Por otro lado existieron contradicciones en lo mencionado por la asistente social y 
el psicólogo. Después que la sala realizo un análisis respecto al caso, consideraron, 
DESESTIMAR la demanda en el extremo que el representante alega que no hubo prueba 
concreta, declaró IMPROCEDENTE, la demanda en el extremo de la vulneración al 
derecho de la libertad personal entre otros, de acuerdo al artículo 1 y 5 del código procesal 
constitucional. En lo que respecta a la motivación de las resoluciones judiciales dictadas, el 
Tribunal Constitucional determino que el Segundo Juzgado de Familia la misma que 
impuso una medida de 4 años, dijo que el menor niega los hechos imputados; que el 
Juzgado emplazado valoró el informe técnico multidisciplinario, concluyendo que el 
investigado “es primario en internamiento, procede de una familia altamente 
inestable. Se dio merito entorno porque el adolescente no contaba con antecedentes 
por otra infracción de penal”. Por su parte l Primera Sala Civil Superior de Justicia de 
Arequipa confirmo la apelación que se realizó en contra del Juzgado de Familia, 
reformándola impuso 3 años de internamiento, se refirió que “el menor al momento de 
cometer la infracción contaba con 17 años de edad, con grado de instrucción 
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secundaria completa. Etc.” Que existió la intervención por que el adolescente tenía una 
familia desfavorable. Al respecto si bien es cierto las Salas sustentaron el porqué de 
imponer dicha medida socioeducativa al menor infractor mediante los medios probatorios 
como los informes, pero omitieron brindar los argumentos que respaldan su imposición de 
la medida impuesta al menor, como también omitieron agrega que el menor nació el 15 de 
agosto del 1994, que no contaba con antecedentes y que la infracción ha quedado en 
tentativa, dejándose sin explicar el razonamiento judicial que les condujo a esas 
conclusiones. Por lo tanto se afectó el artículo 139° inciso 3 y 5 de la constitución, ya que 
hubo una clara MOTIVACION INSUFICIENTE. (Ver Anexo 8) 
Corte Superior de Justicia de Ica Sala Emergencia de Chincha y Pisco Exp. N° 02440- 
2018-1411-JR-PE-02, en lo que respecta al caso, se trata de la comisión de una infracción 
cometida por un adolescente el 01/07/18, tipificado como delito en el Código Penal, delito 
contra la salud pública- tráfico ilícito de droga agravada. Las actuaciones del Juzgado de 
Familia determino imponer una medida socioeducativa de internamiento al amparo del 
artículo 156° del código de responsabilidad penal de adolescentes de 48 meses, l misma 
que ser cumplida en el centro juvenil de diagnóstico y rehabilitación de Lima. Al respecto 
se interpuso la apelación, siendo está conformada mediante resolución N° 14, en cuanto a 
la medida impuesta por la resolución N° 10, la que otorgo la medida privativa de liberta de 
4 años. En el caso en concreto creo que la medida impuesta no fue acorde, que no se 
consideró el informe multidisciplinario inicial N° 358-2018.P-I “BIENVENIDA”-EM- 
CJDRL. Donde llegaron a concluir que el menor presenta bajo riesgo de cometer nuevos 
actos delictivos, desde temprana edad el adolescente ha tenido experiencias que marcaron 
su vida, como el fallecimiento de su padre y su hermano, presenta incapacidad para 
enfrentar dificultades, pero se hace responsable de sus decisiones equivocadas, es muy 
confiado, bajo control de impulso. Cursaba el 3 año de secundaria; etc. En cuanto a su 
síndrome clínico presento indicadores de ser sumiso, minimiza sus logros, minusvalorar 
sus capacidades, es conformista, etc. Al respecto se sugirió que el menor termine sus 
estudios secundarios, fortalecer la red familiar y reorientar las habilidades parentales, 
participación de EEPP, fortalecer valores, autoestima, habilidades sociales, proyecto de 
vida, talleres formativos y laborales, orientación y desarrollo psicosexual. Por otro lado el 
informe social, concluyó que el adolescente conformaba una familia monoparental, es 
huérfano de padre, la dinámica familiar es funcional, la condición económica es precaria, 
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cuenta con seguro, las condiciones de habitabilidad y seguridad de la vivienda es adecuada, 
recalco que le adolescente cursaba el 3 año de secundaria que 15 días estudia internado y 
15 días fuer con la supervisión de su institución, existe un soporte familiar adecuado por la 
madre. Se sugirió, que le adolescente continúe con sus estudios con el apoyo de sus madre, 
que reciba terapias psicológicas e las instancias correspondientes y mejorar su conducta. Al 
respecto creo que la medida impuesta de 4 años internado no garantiza que el adolescente 
pueda resocializarse y rehabilite, asimismo, no se consideró algunos criterios o sugerencias 
de los informes, como tampoco se preveo que el adolescente vivía en provincia y cumplir 
con su medida en la ciudad de Lima, lejos de su familia. Por otro lado se cree conveniente 
que en la resoluciones que emiten los magistrados deberían considerar en uno de sus 
numerales, que los padres asistan a tratamientos que les ayuden a fortalecer su familia, 
como obligar apoyar al menor a cumplir con su medida, tal y como lo menciona el código 
de responsabilidad penal de adolescentes, quedándose como un mandato obligatorio y de 
cumplimiento. (Ver Anexo 9) 
Como análisis realizado al derecho comparado, entre la legislación colombiana y 
nicaragüense, se obtuvo que la legislación colombiana cuenta con seis (6) sanciones 
aplicables al menor responsable penalmente, dentro de la cuales se tiene a la amonestación, 
imposición de reglas de conducta, prestación de servicio a la comunidad, libertad asistida, 
internación en semi – cerrado y la privación de libertad. Nos menciona que para la 
aplicación de estas medidas se debe cumplir en programas de atención especializada dentro 
del sistema de Bienestar Familiar, las mismas que deberán responder a los lineamientos 
previstos. Asimismo, la autoridad deberá asegurarse que le adolescente esté vinculado al 
sistema educativo, estas medidas deberán ser supervisadas por el defensor de familia con la 
finalidad de cumplir la obligación. Distinta a nuestra legislación, la colombiana atribuye al 
menor infractor sanciones. En comparación con nuestra legislación se le conoce como 
medidas socioeducativas, dentro de las cuales se tiene las no privativas de libertad, que está 
conformada por la amonestación, prestación de servicio a la comunidad, libertad asistida, 
libertad restringida y la privativa de libertad, menciona que los padres tendrán la 
obligación de apoyar a su cumplimiento y ejecución. En el caso de Colombia pasa algo 
similar con la diferencia que el defensor de familia o quien haga sus veces deberá controlar 
el cumplimiento de esta obligación verificando las garantías de sus derechos, cuenta con un 
sistema de bienestar familiar y antes de imponer alguna sanción tiene como criterio que el 
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menor esté vinculado a un sistema educativo. Muy por el contrario Nuestro sistema no 
especifica si realmente contamos con un sistema de bienestar familiar para el cumplimiento 
de las medidas. 
Con respecto a la legislación nicaragüense son aplicables tres (3) medidas al menor 
infractor dentro de la 1° se tiene la medida socioeducativas, 2° medidas de orientación y 
supervisión y 3° medidas privativas de libertad. Menciona que estas medidas a imponerse 
deberán tener la finalidad primordialmente educativa y aplicarse, con la intervención de la 
familia y apoyo de especialistas. A diferencia de nuestra legislación la que solo contempla 
las medidas socioeducativas no privativas de libertad que consta de 4, y la privativa de 
libertad mientras la de Nicaragua contempla dentro de las medidas socioeducativas, la 
amonestación, libertad asistida, prestación de servicio a la comunidad, también 
consideradas por nuestra legislación, pero con la diferencia que hace mención a dos (2) 
mas, como la orientación socio familiar y la reparación del daño a la víctima. Por otro lado 
la legislación peruana no cuenta con medidas de orientación y supervisión, a diferencia de 
la Nicaragua, que dentro de estas contempla sete (7) medidas. Asimismo nuestra 
legislación menciona solo la medida privativa de libertad, la misma que será cumplida en 
centro juveniles, mientras la legislación nicaragüense dentro de las medidas privativas de 
libertad contempla tres (3), la cuales son; la privación domiciliaria, privativa de libertad 
durante tiempo libre y la última privación de libertad en centro especializados, es decir en 
el Perú solo es aplicables esta última en casos de imponerse una medida privativa de 
libertad. Se evidencia una clara diferencia entre l legislación de Nicaragua y la nuestra, con 
algunas semejanzas entre ellas, pero sin dudar la legislación nicaragüense es más 
específica, contempla muchas más medias que la peruana y la colombiana. Asimismo, 
tanto la colombiana como la de Nicaragua, dentro de sus medidas y sanciones consideran a 
la familia más que la peruana. (Ver Anexo 10) 
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IV. DISCUSIÓN
El derecho es cambiante según los problemas sociales que pueda existir, y a medida que el 
ser humano va evolucionando, también lo hace la sociedad, por lo tanto el Estado emplea 
normativas para regular y delimitar a la sociedad que pueda incurrir en actos que vulneren 
algún bien jurídico protegido, por tales razones con el fin de garantizar un desarrollo 
armónico con respeto a nuestros derechos fundamentales tal y como lo menciona nuestra 
carta magna y las normas internacionales de derechos humanos. Al respecto se creó el 
Nuevo código de responsabilidad penal de adolescentes, mediante decreto legislativo N° 
1348, la misma que es autónoma y que tiene por objeto resocializar al menor infractor y 
reintegrarlo a la sociedad, esto a través de las medidas socioeducativas impuestas. 
A partir del resultado se obtuvo entorno al objetivo general que consistió en determinar 
cómo las medidas socioeducativas inciden en el menor infractor San Juan de Lurigancho, 
2018. 
Estos resultados guardan relación con los que sostiene Tejada (2014), Núñez, Perales, 
Sotomayor & Mejia (2016) y Ninatanta (2016), quienes expresan que las medidas 
socioeducativas en el Perú, aun no generan efectos positivos del todo, que la comunidad 
jurídica no aplica adecuadamente los contenidos teóricos de las normas referentes a las 
medidas socioeducativas, es por ello gran parte de los procesos seguidos contra menores 
infractores en conflicto con la ley penal no cumple su con la finalidad, muy por el contrario 
en el derecho comparado ha sido solucionado satisfactoriamente. Por tales razones lo más 
dable es que el Estado trabaje en crear alternativas de solución, entorno a los menores 
infractores. Mientras Vidal (2015), sostiene que el derecho penal actualmente vigente, 
tiene en cuenta la culpabilidad del menor infractor, mas no con el mismo carácter que se 
sanciona a los adultos, esto va más por el lado del peligro que genera la conducta del 
adolescente y la necesidad de bríndales educación, esto sería posible, con medidas que 
sirvan para su resocialización. Basados en el Nuevo código de responsabilidad penal de 
adolescentes, menciona que las medidas socioeducativas según el artículo 156° están 
conformadas por las no privativas de libertad, dentro de las cuales tenemos la 
amonestación, libertad asistida, prestación de servicio a la comunidad y liberad restringida 
y la medida privativa de libertad la misma que el menor lo cumplirá en un centro juvenil. 
Se considera que el adolescente que cometió una falta o infracción penal, solo puede ser 
sometido a dichas medidas. Asimismo, guarda una relación con lo mencionado por otras 
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legislaciones como la colombiana y nicaragüense. Que también tiene diferencias y 
semejanzas entorno a las medidas impuestas al menor infractor. 
En lo que respecta al objetivo específico 1. Se obtuvo en cuanto a determinar si las 
medidas no privativas de libertad en el nuevo código de responsabilidad penal de 
adolescentes, garantiza la no reincidencia de hechos delictivos San Juan de Lurigancho, 
2018. 
Los resultado obtenidos guardan relación con los mencionado por Mora (2015), quien 
expresa que la reincidencia delictiva por los menores de edad es en muchos casos por las 
influencias de otros menores e incluso por los adultos de su entorno o propia familia, una 
vez que el menor haya salido en libertad, por esta razón este es un factor de la reincidencia 
de delitos; de la misma manera recomendó mejorar los niveles de comunicación entre los 
padres o familiares del menor infractor reincidente. Mientras Infanzón (2015), expreso que 
los sapientes en derecho así como los de la actividad administrativa de justicia, consideran 
mayormente, en un cincuenta por ciento (50%), que los tratamientos a los menores 
infractores que hayan cometido un hecho punible, no son de las más correctas, sin 
embargo, existe un treinta y cinco por ciento (35%), que consideran lo contrario, es decir 
que estos tratamientos si son correctas, mientras el quince por ciento (15%), consideran 
que es relativo. También tenemos a Llorca, Malonda & Samper (2017), quienes expresaron 
que las niñas infractoras son las que informan más comportamientos pro sociales, mientras 
los niños infractores indican más abuso verbal y físico. Basados en la sentencia del 
Tribunal Constitucional Exp. 03386-2009, donde ha existido una clara vulneración del 
artículo 4° de nuestra constitución, la misma que hace referencia a la protección de la 
familia. Por decidirse que la menor infractora cumpliera su medida privativa de libertad en 
la ciudad de Lima siendo de Trujillo, lejos de su entorno familiar, no constituiría una 
protección y mucho menos resocializa a la adolescente. Por lo tanto los jueces debieron 
otorgarle una medida socioeducativa no privativa de libertad, la misma que le hubiera 
permitido, recibir tratamiento adecuado, donde los padres tengan más facilidades de estar 
presente durante su ejecución. 
En lo que respecta al objetivo específico 2. Se obtuvo, en cuanto a analizar los efectos 
legales que genera la medida socioeducativa en el menor infractor en San Juan de 
Lurigancho, 2018. 
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Estos resultados guardan relación con lo mencionado por Viales (2017), quien expresa que 
la medida privativa de libertad constituye una medida más gravosa dentro de un proceso 
penal y juvenil, es por eso que para su adecuada aplicación, debe mediar criterios lógicos y 
razonables, lo cual permitan limitar el poder punitivo del Estado para con los 
administradores. Mientras Alburqueque (2017), quien expresa, que se deberían fomentar 
políticas publicas entorno a la delincuencia juvenil, con el único objetivo que estas sean 
consolidadas dentro de las familias, teniendo en cuenta que esta, es la base de los menores 
ara formar su personalidad y desarrollo adecuado, por otro lado Saban y Alarcón (2018), 
quienes expresan que fuera sumamente relevante indagar a las familias que tengan hijos 
infractores. Para verificar si la crianza es ejercida activamente por los padres. Basados en 
la sentencia del tribunal constitucional Exp. N° 00804-2013-PHC/TC. Donde se sustentó 
por qué se ha impuesto un medida socioeducativa de 3 años al adolescente mediante 
medios probatorios como los informes, pero omitieron brindar los argumentos que 
respaldan su imposición de esta medida impuesta al menor, como también omitieron 
agregar que el adolescente nació el 15 de agosto del 1994, no contaba con antecedentes y 
la infracción ha quedado en grado de tentativa, dejándose sin explicar el razónamelo 
judicial que los condujeron   a estas conclusiones. Es decir se afectó el artículo 139° inciso 
3 y 5 de la constitución, ya que hubo una clara MOTIVACION INSUFICIENTE. 
Asimismo, se respalda estos resultados en la sentencia Exp. N° 02440-2018-0-1411-JR- 
PE-02, según el estudio y análisis, la medida impuesta al menor infractor fue muy elevada, 
que 4 años privado de su libertad, no garantiza que este menor se rehabilitado y 
resocializado, aun mas sabiendo que el adolescente tiene muy pocas índices de volver a 
cometer nuevos hechos delictivos, según los informes, que no tenía antecedentes y que si 
se demostró que estaba estudiando. Por lo tanto se cree conveniente que las decisiones que 
arriban los juzgados como las salas penales, deberían considerar estos criterios y también 
debe considerarse en uno de sus numerales que los padres asistan a tratamiento que les 
ayude a fortalecer su familia y así ayudar al adolescente a cumplir con su medida, 
quedando como un mandato obligatorio. 
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V. CONCLUSIONES
• Las medidas socioeducativas inmersas en el código de responsabilidad penal de 
adolescentes en conflicto con ley penal, inciden mediante tratamientos otorgados 
por los equipos interdisciplinarios, pero estas medidas no tienen una incidencia 
positiva, ya que estos tratamientos que se brinda al menor infractor, en mucho de 
los casos no son adecuados.
• Las medidas no privativas de libertad, la misma que le infractor lo cumplirá estando 
en libertad, no son garantizan que le menor infractor no vuelva a reincidir n los 
mismos hechos, toda vez que no existe una adecuada aplicación de estas medidas 
por los especialistas, al momento de imponer estas medidas, también existe 
carencia, de seguimiento adecuado una vez el menor haya culminado su medida, 
falta de orientación educativa al adolescente y su familia.
• La medida privativa de libertad impuesta al menor infractor no genera efectos 
positivos, debido a que los ambientes donde permanece el menor durante la 
ejecución de su medida, carecen de infraestructura y tampoco existe una 
orientación o tratamiento individualizado para el menor, evitando que este pueda 
ser reeducado conjuntamente con otros menores más peligrosos que él. Por 
ejemplo; aquel menor que esta privado de su libertad por haber cometido una 
infracción penal de robo, con aquel menor que esta privado de su libertad por 
sicariato. Por lo tanto privar a un menor de edad de su libertad no implica que este 
se resocialice aún más si las condiciones donde cumple su medida no son las más 
adecuadas. Por otro lado, existe hasta el día de hoy falta de motivación por los 
órganos jurisdiccionales, al momento de dictar esta medida.
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VI.   RECOMENDACIONES
• Se recomienda que tanto el Estado mediante sus órganos de justicia, debe aplicar 
las medidas socioeducativas respetando el interés superior del niño, dictar estas 
medidas haciendo un análisis profundo de cada caso, valorando el bienestar del 
menor y de sus familia, por lo tanto se debe crear medidas alternativas de solución, 
mas certeras, crear medida de prevención para evitar futuros infractores, estas 
deben ser especificadas en el código de responsabilidad penal de adolescentes.
• Se recomienda para que las medidas no privativas de libertad surjan efectos 
positivos, se debería implementar un sistema de seguimiento, una vez que el menor 
infractor haya cumplido con su medida, bríndales oportunidades de educación, 
restaurar la familia en casos que le mor provenga de padres con antecedentes 
penales, hacer parte a los padres del proceso y tratamiento que reciba el menor, 
realizar un estudio socio-fenomenológico, con la finalidad de verificar e identificar 
los diversos factores del porque el actuar de los adolescentes y evitar que este 
fenómeno se prolifere.
• Se recomienda crear establecimientos juveniles de rehabilitación y diagnóstico, con 
la finalidad que el menor infractor cumpla su medida privativa de libertad en 
condiciones adecuadas de infraestructura, permitiéndoles recibir tratamientos 
individualizados por parte de los equipos interdisciplinarios, incrementar 
tratamientos terapéuticos, con especialistas netamente adecuados para el fin 
propuesto. Logrando un resultado efectivo de esta medida y disminuir la incidencia 
de reincidencia de infracciones penales. Asimismo se recomienda que las 
autoridades al momento de emitir una sentencia, debe considerar en uno de sus 
numerales un tratamiento para la familia obligatorio según sea el caso.
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